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ABSTRACT: This article analyzes the suitable legal and political 
framework for citizens to exercise their right to good government. 
After describing the social condition of human beings that leads 
them to come together and bind themselves to a political organi-
zation through a social contract, the different historical forms of 
the Rule of Law are analyzed up to the Constitutional Rule of Law. 
The current Constitutionalism combines the principles of legality 
and legitimacy. This means that the validity of a regulation from a 
strictly formal perspective is not sufficient; its content must also 
respect the values, principles and fundamental rights established in 
the Constitution. The Spanish Constitution of 1978 emphasizes the 
significance of the individual and individual dignity (Section 10.1) 
and the instrumental role of the Public Administration as a political 
organization which shall serve the general interests in a spirit of 
objectivity (Section 103.1). This is the appropriate legal framework 
for achieving not only the efficiency and effectiveness of the gov-
ernment, but also the quality of its services.
Furthermore, the government has ethical commitments to its citizens, 
which entails carrying out policies which are consistent with these 
commitments and avoiding policies which are not. This legal, political 
and ethical exposition makes it possible to understand good govern-
ment in all its complexity.

KEY WORDS: Citizen; good government; social contract; Rule of 
law; human dignity; human rights; public interests; government; in-
dividual; democracy.

RESUMEN: Este artículo analiza cuál es el marco político y jurídico 
adecuado para que los ciudadanos hagan efectivo su derecho al buen 
gobierno. Después de exponer la condición social del hombre que le 
lleva a agruparse con otros hombres y a vincularse a una organiza-
ción política por medio de un pacto o contrato social, se analizan 
las distintas formas históricas del Estado de Derecho hasta llegar al 
Estado Constitucional de Derecho. El Constitucionalismo actual aúna 
el principio de legalidad y legitimidad, lo que significa que no basta 
con que una norma sea válida desde un punto de vista estrictamente 
formal sino que se requiere que su contenido respete los valores, 
principios y derechos fundamentales establecidos en la Constitu-
ción. Por su parte, la Constitución Española de 1978, al resaltar la 
centralidad de la persona y su dignidad (art. 10.1) y destacar el valor 
instrumental de la Administración pública como organización política 
al servicio objetivo de los intereses generales (art. 103.1), establece 
el marco jurídico adecuado para conseguir no sólo la eficiencia y la 
eficacia de la gestión pública, sino la calidad de sus servicios.
Asimismo, el gobierno tiene unos compromisos morales con los 
ciudadanos, lo que conlleva realizar políticas coherentes con dichos 
compromisos y prevenir y perseguir las que no lo sean. Este plan-
teamiento jurídico, político y ético hace posible entender el buen 
gobierno en toda su complejidad.

PALABRAS CLAVE: Ciudadano; buen gobierno; pacto social; Estado 
de Derecho; dignidad humana; derechos humanos; intereses gene-
rales; gobierno; persona; democracia.

FORMS OF THE STATE OF LAW 
AND DEMARCATION OF THE 
RIGHT TO A GOOD GOVERNANCE

Derecho al buen gobierno: delimitaciones previas

Si partimos de la formulación derecho al buen gobierno, 
vemos que aparece el término derecho (con minúscula). 
Como han reiterado gran parte de los teóricos del derecho, 
el Derecho es un término ambiguo, es vago y tiene varias 
acepciones, lo que dificulta su conceptualización2. Una de 
esas acepciones es la de derecho en sentido subjetivo, que 
significa el poder o facultad que tiene su titular para exigir 
a otro una determinada conducta3. Pero, ¿en virtud de qué 
tiene uno ese poder de exigir?, ¿quién le da esa facultad?, 
¿se lo otorga uno mismo?, ¿le corresponde a otra persona 
reconocer ese poder?

La respuesta es negativa porque “estos derechos subje-
tivos sólo pueden ser puestos en vigor y sólo pueden ser 
hechos cumplir por organizaciones que tomen decisiones 
colectivamente vinculantes. Y a su vez, estas decisiones 
deben su carácter colectivamente vinculante a la forma 
jurídica de que están revestidas”4. Si no fuera así, si cada 
uno de nosotros tuviéramos la capacidad de delimitar lo 
que podemos o no podemos hacer jurídicamente y exigirlo 
en consecuencia a los demás, entonces se produciría un 
constante abuso del poder del más fuerte, una enorme 
inseguridad jurídica y, en consecuencia, un caos insalvable. 
Esto no tiene sentido ni en el plano de la lógica en el marco 
del discurso jurídico.
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nes o sus agentes en el ejercicio de sus funciones, de 
conformidad con los principios generales comunes a 
los Derechos de los Estados miembros.

4. � Toda persona podrá dirigirse a las instituciones de la 
Unión en una de las lenguas de los Tratados y deberá 
recibir una contestación en esa misma lengua”8.

“La buena administración se nos presenta, por tanto, como 
un nuevo principio rector de la actuación de las adminis-
traciones públicas y como un derecho fundamental (...). 
Como nuevo derecho (...) su novedad radica en el hecho 
de que logra integrar bajo un nuevo concepto un conjunto 
de subderechos ya existentes”. Además, “como principio 
rector comporta la imposición a los poderes públicos de 
una conducta tendente a hacer realidad el contenido del 
principio (...) Como mandato se dirige al legislador y al 
resto de poderes públicos”9. Igualmente la Administración 
tiene el deber de servir con objetividad y eficacia a los in-
tereses generales (art. 103.1 de la Constitución Española), 
lo cual otorga a la persona la posibilidad de exigir que lo 
público esté atendido de forma y manera que le permita 
realizarse, en su dimensión de libertad solidaria, como 
persona humana desde diferentes dimensiones10.

El buen gobierno o buena administración

La segunda parte de la expresión de la que partimos es la 
de buen gobierno o buena administración. Hablar de dere-
cho al buen gobierno parece una redundancia, como ocurre 
con otros términos en nuestro ordenamiento, por ejemplo, 
cuando en el Código Civil se hace referencia a la diligencia 
de un buen padre de familia. Sin embargo, en otros casos 
no se habla de tener derecho a una buena educación o a 
un derecho a la huelga efectiva o una asociación eficaz.

Aparte de ser una redundancia per se, puede también re-
sultar en cierta medida superfluo hablar de buen gobierno 
desde la perspectiva de nuestros Estados sociales y demo-
cráticos consolidados, que cuentan con una división de po-
deres consolidada, con el reconocimiento de derechos fun-
damentales, y con los principios de legalidad y legitimidad, 
entre otros. Además, parece que no tuviéramos gobiernos 
o que los que tenemos no pudieran ser considerados como 
tales al no ser “buen gobierno”. Nadie a estas alturas puede 

Hay que señalar por tanto la necesaria correlación que 
existe entre derecho subjetivo y derecho objetivo, y entre 
derecho y deber5. Si se tiene un derecho es porque hay un 
Derecho que otorga o reconoce un derecho. Ese Derecho, 
entendido en sentido objetivo como conjunto de normas, 
está a su vez elaborado por quien detenta la competencia 
legislativa en un poder legítimo.

Si se entiende el derecho al buen gobierno como un dere-
cho en el sentido expuesto, éste otorga a su titular el poder 
de exigir a un tercero lo que la norma que le ha facultado 
prescribe6 y coloca a su vez al Estado en una posición de 
deber de cumplir esta prestación.

El repaso de nuestro ordenamiento jurídico permite cons-
tatar que en la Constitución no existe ninguna norma 
que exprese literalmente tal derecho si bien sí se refiere 
al principio de buena administración de forma implícita 
cuando determina la manera de actuar de las adminis-
traciones públicas en los artículos 9.3, 31.2 y 103.1 de 
la Constitución Española. A su vez, la Ley 7/2007, de 12 
de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, en su 
exposición de motivos afirma que “las administraciones 
y entidades públicas de todo tipo deben contar con los 
factores organizativos que les permitan satisfacer el de-
recho de los ciudadanos a una buena administración”7. El 
artículo 41 de la Carta de los derechos fundamentales de 
la Unión Europea, que lleva por título precisamente “el 
derecho a una buena administración”, dispone:

1. � Toda persona tiene derecho a que las instituciones y 
órganos de la Unión traten sus asuntos imparcial y 
equitativamente y dentro de un plazo razonable.

2. � Este derecho incluye en particular:

	 – �El derecho de toda persona a ser oída antes de que 
se tome en contra suya una medida individual que 
le afecte desfavorablemente.

	 – �El derecho de toda persona a acceder al expediente 
que le afecte, dentro del respeto a los intereses legí-
timos de la confidencialidad y del secreto profesional 
y comercial.

	 – �La obligación que incumbe a la Administración de 
motivar sus decisiones.

3. � Toda persona tiene derecho a la reparación, por la 
Comunidad, de los daños causados por sus institucio-
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mas que definen minuciosamente cuál es el interés general 
que hay que alcanzar. “Administrar bien requiere tener en 
cuenta aspectos relativos a la organización interna, a la 
forma de adoptar las resoluciones generales e individuales, 
a los criterios para determinar los servicios que hay que 
prestar y a las maneras de actuar para conseguir que estos 
servicios lleguen a los ciudadanos de forma regular y con 
la mayor calidad posible”13.

Una vez presentado el ideal de buen gobierno y el buen 
gobierno como ideal político, se hace necesario pregun-
tarse cómo se ha ido articulando su contenido y cuáles 
son las razones que justifican su exigencia. Una respuesta 
adecuada pasa por hacer una reflexión conceptual e his-
tórica de dos términos en torno a los cuales se construye 
la filosofía política moderna, que hunden sus raíces en la 
existencia misma del hombre y que explican hasta qué 
punto el proceso de socialización y politización son innatos 
en el ser humano. Se trata de los conceptos de estado de 
naturaleza y de contrato social.

Razones históricas y conceptuales que justifican 
la necesidad de un gobierno, la existencia 
del Estado y la exigencia de buen gobierno

El estado de naturaleza: presupuestos antropológicos

¿Cuál es el fin último del hombre?, ¿en qué consiste nues-
tra naturaleza humana?, ¿es el hombre sociable por natu-
raleza?, ¿cómo se forma la sociedad política?

Estas preguntas han sido formuladas por los pensadores 
que han elaborado una teoría política desde la Antigüe-
dad y han cobrado especial énfasis en la Modernidad. Sin 
embargo, sus respuestas no siempre han sido homogéneas, 
sobre todo cuando justifican las razones por las que se 
produce el paso del estado de naturaleza al de sociedad 
civil. No en vano se ha dicho que el concepto estado de 
naturaleza se sitúa en una encrucijada en la que confluyen 
la concepción del hombre como ser natural como sujeto 
moralizado, portador de derechos y de deberes, o como un 
ser de deseo con unos medios excepcionales (la razón, el 
lenguaje) nacidos de la historia (Rousseau) o inscritos en 
la constitución misma del hombre (Hobbes), de modo que 
haga falta el Derecho para regularlo14.

afirmar ni una cosa ni la otra y los hechos demuestran 
que se han logrado unos altos niveles de convivencia de-
mocrática a pesar de nuestra corta historia constitucional 
democrática y que el gobierno –en el sentido más amplio 
del término y sea quien fuere el partido político gobernan-
te– funciona. En todo caso, tiene una connotación positiva 
innegable y es aceptado comúnmente como la máxima 
aspiración de un gobierno. Es más, no se hablar tanto de 
un mal gobierno, sino de un no gobierno o, como diría 
Alejandro Nieto, de un desgobierno11. ¿Por qué aspiramos 
a un buen gobierno?

Porque no nos conformamos con tener un gobierno so-
lamente, ni unos dirigentes políticos que nos gobiernen. 
¡Será por dirigentes políticos! Nunca hemos tenido tantos 
a nivel internacional, europeo, nacional, regional o local. 
Lo que se está reclamando es que nos gobiernen bien. Esto 
exige un elemento cualitativo diferenciador. Pero, ¿qué 
significa esto?

Significa muchas cosas pero una de las más importantes 
es que nos gobiernen de acuerdo con las reglas de la ética 
pública. También significa que los servicios públicos sean 
eficaces, eficientes y que se sometan al derecho y que ten-
gan en cuenta al ciudadano como centro de su actividad 
y que sirvan a los intereses generales12.

De nuevo es obligada la referencia al artículo 103.1 de la 
Constitución Española cuando se refiere a que “la Admi-
nistración sirve con objetividad a los intereses generales” 
–obsérvese que no dice que debería servir–. Cuando esto 
ocurre, ¿es simplemente Administración o buena Admi-
nistración?

Aunque la Administración tiene que operar según el re-
ferido mandato constitucional, incluso aunque de hecho 
actúe en consonancia con él, el “principio de buena admi-
nistración responde a las concepciones más recientes del 
derecho administrativo, caracterizadas por el intento de 
superar la visión estrictamente formal que legitima la Ad-
ministración para el mero cumplimiento neutral y objetivo 
de la norma que le otorga las potestades de actuación y, 
por otro lado, por la voluntad de situar al ciudadano en el 
centro de la preocupación de las normas que ordenan la 
actividad administrativa”. De hecho, el modelo anterior de 
administración jerarquizada ya no es válido como tampoco 
lo es que limite su actuación al cumplimiento de unas nor-
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vida política, satisfaciendo en ella toda su humanidad19. 
Aunque alejado en el tiempo, Calhoun se refiere también 
a la exigencia de un gobierno para que el hombre pueda 
asumir plenamente el estado social hasta tal punto que 
“en ninguna era o país se ha observado ninguna socie-
dad o comunidad civilizada o en estado salvaje sin un 
gobierno de cualquier tipo”. Junto a esta constatación 
empírica, señala también que la integración del hombre 
en sociedad sería la que permitiría “alcanzar el desarrollo 
completo de sus capacidades morales e intelectuales, o 
elevarse en la escala de la existencia por encima del nivel 
de la creación bruta”20.

De todas estas contribuciones se deduce que no se concibe 
la posibilidad de que el hombre viva aislado por muy prima-
ria que sea su existencia. Es más, su propia supervivencia 
física y moral, estaría en juego puesto que es en relación 
con los demás hombres en donde el hombre encuentra 
su razón de ser y su identidad. Desde un punto de vista 
jurídico, y enlazando con la reflexión inicial en torno a la 
teoría del Derecho, ya se señalaba cómo para el ejercicio 
de un derecho subjetivo se necesita su reconocimiento por 
parte de una norma que otorga el Estado.

Que el hombre sea un ser social por naturaleza es una 
realidad aceptada mayoritariamente21 en el sentido de que 
resulta difícil asimilar que el hombre tenga una inclinación 
natural al aislamiento de sus semejantes. Es más, no faltan 
quienes consideran que “ese supuesto estado de natura-
leza, es una pura ficción”. De hecho “el estado primitivo 
del hombre fue un estado de unión y de sociedad; que 
el estado social es el más conforme a la naturaleza del 
hombre, y por consiguiente, que el hombre ha nacido so-
ciable”. Se justifica diciendo que “ninguna persona sensata 
creería jamás que para ser virtuoso, es preciso renunciar 
a la beneficencia, a la generosidad y a las otras virtudes 
que suponen un estado de sociedad, puesto que no pue-
den desarrollarse sino en nuestras relaciones con nuestros 
semejantes”. El que vive como un salvaje “tampoco ve el 
ejemplo de muchas virtudes que no ejerce ni puede ejer-
cer”. De ahí que se reconozca que, “independientemente 
de todos los bienes palpables y materiales que nos siguen 
de vivir en sociedad, hay en el fondo de nuestro ser, como 
lo acredita la experiencia, una cierta inclinación a unirnos 
con otros hombres” y llama “sentimiento de sociabilidad” 
al placer que se nos sigue de esta inclinación cuando la 
satisfacemos22.

La expresión estado de naturaleza puede tener dos di-
mensiones, una conceptual y otra histórica15. La primera 
permite entender el estado de naturaleza en el sentido 
más amplio, como la condición natural del hombre en 
cualquier momento y lugar y, por tanto, atemporal. Esta 
condición puede ser susceptible de ser interpretada en un 
doble sentido: por una parte, como “condición de guerra 
de todos contra todos, en el cual uno está gobernado 
por su propia razón, no existiendo nada, de lo que pueda 
hacer uso, que no le sirva de instrumento para proteger 
su vida contra sus enemigos”. Ahora bien, esta condición 
trasciende cualquier momento histórico concreto puesto 
que “nunca existió un tiempo en que los hombres particu-
lares se hallaran en una situación de guerra de uno contra 
otro, en todas las épocas, los reyes y personas revestidas 
con autoridad soberana, celosos de su independencia, se 
hallan en continua enemistad”16. Rousseau tampoco sitúa 
en el tiempo la salida del estado de naturaleza, más bien 
se refiere a que hay “un punto en el que los obstáculos 
que dañan a su conservación [la del hombre] en el estado 
de naturaleza logran superar mediante la resistencia, la 
fuerza que cada individuo puede emplear para mantenerse 
en ese estado”17. Para Kant, “El estado no-jurídico (...) es 
el estado natural. (...) A él no se opone el estado social, 
sino el estado civil de una sociedad sometida a la justicia 
distributiva; porque el estado de naturaleza también puede 
hacer sociedades legítimas (por ejemplo, la conyugal, la 
familiar, la doméstica en general, y otras)”18.

Aristóteles entiende que “la ciudad es una de las cosas 
naturales y que el hombre es, por naturaleza, un animal 
cívico. Y el enemigo de la sociedad ciudadana es, por 
naturaleza, y no por casualidad, o bien un ser inferior o 
más que un hombre. (...) La ciudad es por naturaleza y es 
anterior a cada uno. Porque si cada individuo, por sepa-
rado, no es autosuficiente, se encontrará con las demás 
partes, en función a su conjunto. Y el que no puede vivir 
en sociedad, o no necesita nada para su propia suficien-
cia, no es miembro de la ciudad, sino como una bestia o 
como un dios”. La sociabilidad innata al hombre se pro-
yectaría en el Estado, que pasa a ser un hecho natural, lo 
que hace que el hombre que viva alejado de la sociedad 
sea un ser degradado o un ser superior a la especie hu-
mana. La naturaleza arrastra instintivamente a todos los 
hombres a la asociación política. De ahí que el Estado no 
sea un artefacto sino que supone la materialización del 
desarrollo de la naturaleza, que destina a los hombres a la 
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de edad” en la que han estado por “falta de resolución 
y valor”, “difundirán en torno suyo el espíritu de una 
estimación racional del propio valor y de la vocación a 
pensar por sí mismo”. Para llevar a cabo “esta ilustración 
tan sólo se requiere libertad y (...) el hacer uso público 
de la razón en todos los terrenos”. Esta nueva actitud 
del hombre ilustrado “repercute sobre la mentalidad del 
hombre (merced a lo cual éste va haciéndose cada vez 
más apto para la libertad de actuar) y finalmente acaba 
por tener un efecto retroactivo hasta sobre los principios 
de gobierno, el cual incluso termina por encontrar conve-
niente tratar al hombre, quien ahora es algo más que una 
máquina, conforme a su dignidad”27. Por tanto, el ejercicio 
de la libertad y de entendimiento propio del hombre ha 
tenido un efecto no sólo hacia él mismo, que se siente 
libre de la dependencia ajena, sino que la honda expan-
siva llega hasta su vida en la comunidad política, que no 
será la de mero receptor de los dictados ajenos –aunque 
también tiene que obedecerlos– sino la de partícipe de los 
mismos. La transformación que supone el modo de pensar 
ilustrado puede servir para entender el trasfondo del buen 
gobierno, que caracteriza a aquel que, como hemos visto, 
se realiza teniendo en cuenta la dignidad de la persona 
y sus derechos y que sirve a los intereses generales. El 
ciudadano estará en condiciones de reclamar un buen 
gobierno cuando sea consciente de su propia identidad 
como ciudadano. Al ejercer su capacidad de pensar por sí 
mismo estará en condiciones de expresar sus exigencias 
jurídicas y cumplir sus deberes, lo que repercutirá también 
en su consideración de buen ciudadano.

En un sentido parecido a Kant se expresa Humboldt cuando 
analiza el fin último del hombre, al que sitúa en el centro 
de su teoría política y sobre el que proyecta los rasgos 
del idealismo. Reclama la máxima libertad para el hombre 
porque sólo así podrá “desarrollarse por sí mismo y en su 
propia individualidad” poniendo como restricciones a sus 
“necesidades e inclinaciones” “los límites de su fuerza y su 
derecho”28. El reconocimiento de la libertad innata en el 
ser humano también es un rasgo de la concepción antro-
pológica de Rousseau cuando categóricamente afirma que 
“el hombre ha nacido libre y en todas partes se encuentra 
encadenado” y el rol que le corresponde al hombre, some-
tido a la primera ley de la naturaleza humana, es “velar por 
la propia conservación” y, como es él mismo “quien tiene 
que juzgar cuáles son los medios más apropiados para su 
conservación, se convierte en su propio amo”29

Es a partir de la época moderna, en resuelta oposición a la 
tesis que siguen la doctrina aristotélica, cuando se extien-
de la idea de que “la comunidad política no es un hecho 
de naturaleza sino un artificio que hombres libres e inde-
pendientes se dan para satisfacer sus propias necesidades 
(...). La humanidad del hombre no depende esencialmente 
de su relación con los otros en la construcción de un orden 
justo”23. Desde esta perspectiva, el estado de naturaleza 
tendría la dimensión histórica aludida, ya que se referiría 
a la posición del hombre, del individuo antes del contrato 
social por el que se somete a los dictados del gobierno, tal 
y como se configura en el Estado Moderno.

El concepto de estado de naturaleza que se maneja en esta 
época “responde a la necesidad de invertir las relaciones 
de determinación: éstas irán desde el individuo hacia la so-
ciedad que éste crea por contrato, y no ya desde la sociedad 
hacia el individuo que ésta constituiría como hombre en el 
pleno sentido de la palabra”. Como consecuencia “el hombre 
es el creador –y no el efecto– de sus propias condiciones 
de existencia; que en la condición en la que la naturaleza 
lo ha colocado, e independientemente de los compromisos 
artificiales y contractuales que suscribe luego por propia 
iniciativa, el hombre existe como individuo dotado de ne-
cesidades, de deseos y de derechos”24. Ese protagonismo 
del hombre hace que el Estado y la sociedad pasen a un 
segundo plano y que en el discurso jurídico acentúe más el 
lenguaje de los derechos que el los deberes, siendo sobre 
éstos últimos sobre los que la mayor parte de los textos 
legales habían descansado hasta el momento25.

La posición que el individuo ocupa en el nuevo contexto 
histórico es coherente con la ideología ilustrada que en-
vuelve el pensamiento moderno y con el individualismo 
imperante en los albores del siglo XVIII cuando se reclaman 
los derechos que le corresponden al hombre por su propia 
naturaleza y que son anteriores a cualquier pacto social 
y su consiguiente reconocimiento por parte del Estado26. 
Serán derechos naturales y universales, entendidos como 
libertades que los individuos tienen frente al poder, que 
debe garantizarlos.

Esa nueva concepción de los derechos y el papel central 
del hombre, no habría sido posible si éste no hubiera 
tomado conciencia de su individualidad y de la necesidad 
de pensar por sí mismo sin tener que estar a la sombra de 
la conducción ajena. Los hombres al salir de la “minoría 
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necesariamente, al conflicto entre los individuos”, que será 
resuelto por el poder controlador del gobierno. De ahí que 
“el hombre está constituido de tal forma que el gobierno 
es necesario para la existencia de la sociedad, y la socie-
dad para su existencia y perfección de sus facultades”33. 
Esta interdependencia entre el hombre, la sociedad y el 
gobierno serán esenciales para entender el siguiente rótulo 
de nuestro trabajo.

Sociedad civil, gobierno y Estado

El hombre ha asumido su inclinación natural a vivir en 
sociedad a pesar de que el apego a sus intereses particu-
lares confluya con los de los demás. Originariamente su 
vida se desenvuelve en grupos sociales como son la familia 
o la amistad y sus relaciones sociales se van ampliando 
a medida que va desarrollando otras facetas de su vida 
(profesional, política o cultural).

Podemos preguntarnos si en esta fase de consolidada so-
cialización –entendida como mera convivencia entre los 
hombres– existe algún tipo de organización por encima de la 
propia sociedad o si esta agrupación tiene entidad en sí mis-
ma independientemente de un orden externo. En definitiva, 
detrás de esta reflexión está la clásica delimitación concep-
tual de la sociedad civil y el Estado. Hay quien considera 
que la sociedad civil equivale a la “comunidad políticamente 
organizada en un Estado”, identificando por tanto ambos 
términos34. Creemos que quienes hacen ésta identificación 
se centran en el punto de partida, estado de naturaleza, 
más que en el de destino, Estado. Es más, conciben esa si-
tuación originaria de naturaleza como aquella en la que los 
individuos carecen de vínculos sociales y políticos, es decir, 
que no tienen ningún tipo de organización social y política. 
La situación que más se acercaría a esta interpretación del 
estado de naturaleza sería la de Hobbes cuando describe 
al individuo solitario en guerra permanente con todos los 
demás. Si, en efecto, se sitúa al hombre aislado y se llama 
estado de naturaleza a esta situación, y si se concibe la 
socialización del hombre como una segunda etapa de su 
desarrollo, entonces se puede entender que el Estado como 
organización política estaría al final de este proceso.

La teoría de Marx y Engels centra su atención en el estado 
natural del hombre, pero no aislado sino que en él mismo 

Si conjugamos los elementos que hasta ahora venimos 
exponiendo, vemos que más allá de que exista un concepto 
abstracto y atemporal del estado de naturaleza, a partir 
de un momento determinado de la historia, la filosofía 
política se construye en torno a este concepto, junto con 
los de contrato social y Estado, lo cual no quiere decir que 
fueran reflexiones ajenas al pensamiento político anterior. 
La especulación sobre lo político ha sido una constante en 
la historia del pensamiento30, y especialmente las formas 
en que se han llevado a cabo las relaciones entre los go-
bernantes y gobernados. El hecho de que sean las teorías 
contractualistas del pensamiento político moderno las que 
hayan centrado la mayor parte de nuestra atención, se 
justifica porque en ellas podemos encontrar las razones 
para una teoría del buen gobierno. De momento podemos 
concluir que no existe una conexión directa e inmediata 
entre estado de naturaleza y buen gobierno –excepto en la 
teoría política de Aristóteles–, porque si bien la naturaleza 
social del hombre le lleva a vivir en sociedad de tal manera 
que pudiera satisfacer al máximo sus intereses y lograra 
superar la guerra de todos contra todos, eso sólo será po-
sible mediante un acto que se concreta en el pacto social. 
Es decir, la idea básica de la civilización jurídica moderna, 
invirtiendo la concepción aristotélica, es que el Derecho o 
el Estado no son lo natural, sino la ausencia de Derecho 
y el Estado de naturaleza31. Éste se caracteriza, por tanto, 
por ser un gobierno de los hombres en el que confluirán 
todos los intereses individuales y en el que hay una falta de 
leyes generales a las que se tenga que someter en primer 
lugar quien tiene el poder de dictarlas. En definitiva, parece 
que la clásica pregunta sobre si es mejor el gobierno de las 
leyes o el gobierno de los hombres encuentra, por nuestra 
parte, respuesta en la primera parte de su formulación, ya 
que es en éste marco en donde se articularán los intereses 
contrapuestos de los hombres. Además, la exigencia de 
generalidad y constancia de la ley, tal y como defiende 
Aristóteles, aporta alguno de los ingredientes necesarios 
para establecer los presupuestos de un buen gobierno32.

Si volvemos a la cuestión de la naturaleza del hombre, po-
demos preguntarnos con Calhoun “¿Cuál es la constitución 
de nuestra naturaleza, que, al mismo tiempo que impulsa 
al hombre a asociarse con los de su género, hace impo-
sible que la sociedad exista sin gobierno?”. Su respuesta 
es que “[el hombre] está constituido de tal modo que sus 
afecciones directas o individuales son más fuertes que sus 
sentimientos comprensivos o sociales” y ello “conduce, 
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encuentra la de buen gobierno, no tendrían sentido si no 
existiera una entidad política –el Estado– a la que poder 
dirigirlas y cumplirlas. “El Estado es necesario como poder 
de sanción, como poder de organización y como poder de 
ejecución porque los derechos han de imponerse, porque 
la comunidad jurídica necesita tanto de una fuerza esta-
bilizadora de su identidad como de una administración 
organizada de justicia”40.

Del Estado de Derecho al Estado Constitucional 
de Derecho

Se ha resaltado la necesidad del Estado en relación al 
mantenimiento del orden en la sociedad. A continuación 
será preciso centrarse en el propio concepto de Estado para 
comprender su naturaleza y competencias de tal forma 
que nos permita delimitar sus fines. De ahí que se puedan 
plantear las siguientes preguntas: ¿La existencia del Estado 
responde a un momento determinado o es una realidad 
histórica?, ¿cómo se produce la transformación del Estado 
originario de Derecho al Estado actual de Constituciona-
lismo democrático?

Las respuestas a estas preguntas están condicionadas por 
lo que se entienda por Estado, una vez que se ha aclarado 
que es una entidad separada de la sociedad pero a la vez 
interdependiente. El Estado en sentido amplio es una forma 
jurídico política de organización social que tiene un poder 
soberano en un territorio. Si bien no debe confundirse la 
noción de Estado con la de gobierno, sin embargo una de 
las funciones del Estado es gobernar, entendiendo por tal 
dirigir o mandar con autoridad una colectividad política. 
Desde esta perspectiva, se puede afirmar que siempre ha 
existido Estado en cuanto que ha habido una organización 
política de la sociedad por muy primaria que ésta fuera. 
Por tanto, parece que no hay motivo para no encontrar 
una prolongación del Estado a lo largo del tiempo siempre 
y cuando se haya dado la idea de la unidad del poder en 
un determinado territorio aunque sea una sociedad frac-
cionada y policéntrica como la de los primeros siglos o en 
donde existe el poder personal de un hombre investido por 
deseo divino del mando sobre otros hombres41.

A pesar de que esta visión amplia del Estado pueda re-
sultar válida en términos conceptuales, sin embargo no 

se ubica la sociedad civil. No falta quien ve un paralelismo 
entre la definición que hace esta teoría de la sociedad civil 
y el carácter específico del estado de naturaleza hobbesia-
no de guerra de todos contra todos: “Toda la sociedad civil 
es precisamente esta guerra [del hombre contra el hombre], 
uno contra otro, de todos los individuos, aislados uno de 
otro ahora sólo por su individualidad, y es el movimiento 
general, desenfrenado, de las potencias elementales de la 
vida liberadas de las cadenas de los privilegios”35.

Coincidimos en la delimitación de la sociedad civil en rela-
ción con otro término, previo o posterior a su formación. Sin 
embargo, es en el Estado en donde encontramos el elemen-
to de referencia adecuado para su completa comprensión. 
La sociedad civil sería aquella organización pre-estatal en 
la que se engloban las relaciones de familia, profesionales 
o de amistad, y que el Estado no regularía, puesto que 
sus competencias se centran en aquellos aspectos de la 
sociedad civil que deben ser exigidos coactivamente para 
garantizar el ejercicio de los derechos de todos. Desde 
esta perspectiva, nos centraríamos en enfatizar el carácter 
social del hombre, proyectado en la sociedad civil, y en la 
posterior dinámica política, concretada en el Estado. Son 
nuestras necesidades las que nos llevan a crear la sociedad 
–diríamos, a vivir en sociedad– y nuestros conflictos los 
que nos conducen al Estado36. Además, la constatación de 
derechos naturales que, a pesar de que le pertenecen al 
ser humano, no le son ajenos al Estado en la medida que 
tiene que velar por su protección implica que la sociedad 
civil y el Estado no son compartimentos estancos. El mero 
hecho de que se hable de tres acepciones del término 
sociedad civil, cronológica, axiológica y mixta37, pone de 
manifiesto hasta qué punto existe esa conexión entre ésta 
y el Estado.

Más allá de las disquisiciones doctrinales respecto a que 
la sociedad civil sea precondición del Estado, su antítesis 
o represente su disolución y fin, la sociedad civil es una 
entidad diferente al Estado, concebido ya como sociedad 
política, pero que no está al margen de él ni al Estado le 
resulta ajena.

La sociedad no puede vivir como si el Estado no existiera 
porque, tal y como hemos explicado al referirnos al esta-
do de naturaleza, los conflictos sociales son inevitables38 
y la supervivencia de la sociedad estaría en juego39. Las 
exigencias políticas de los ciudadanos, entre las que se 
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o simplemente evitar el mal (...). Si se limita al segundo 
fin, busca solamente la seguridad”47. Él rechaza el primero 
de los fines, puesto que el principio de que el gobierno 
se ocupe de la felicidad y del bienestar de la nación es el 
peor de los despotismos, de ahí que el Estado deba aspirar 
a garantizar la seguridad de los ciudadanos. En el tras-
fondo de esta aspiración está el papel central que ocupa 
el ideal de la formación del hombre. El hombre tiene que 
realizar un proceso de formación, que consiste en llegar 
a una armonía consigo mismo, proceso que sólo él mismo 
puede realizar48.

Una vez delimitado por qué es necesario entrar en un es-
tado civil, hay que indagar con qué medios se cuenta para 
mantenerlo. El principal cauce es el Derecho, al que Kant 
confiere un valor regulador fundamental pero no como un 
fin en sí mismo sino como un medio para cumplir la natu-
raleza y vocación de los hombres49. De hecho, “una acción 
es conforme a derecho (...) cuando permite, o cuya máxima 
permite, a la libertad del arbitrio de cada uno coexistir con 
la libertad de todos según una ley universal”50.

Es este papel del Derecho el que servirá para aportar un 
atributo al originario concepto de Estado, que tendrá una 
cualidad adicional como Estado de Derecho. Ya no se trata 
de una organización cualquiera, sino aquella que sigue 
conservando el poder como rasgo característico de su 
condición política51, pero que está sometida al Derecho y 
que se autolimita a través de las siguientes condiciones: 
garantía de los derechos y libertades fundamentales de los 
ciudadanos52, imperio de la ley, entendido como expresión 
de la voluntad general, división de poderes y legalidad de 
la Administración53. La ley, por tanto, tiene preeminencia 
sobre la Administración, la Justicia y la Sociedad. Es un 
Estado asentado en el principio de legalidad. Por tanto, el 
énfasis recae en la idea de sometimiento al Derecho más 
que en la idea de Derecho, puesto que la existencia de 
normas no es un elemento definitorio de un Estado. De 
hecho, para que sea posible el mantenimiento del orden 
en la sociedad, desde las épocas más antiguas, ha sido ne-
cesario que hubiera normas que la regularan. Sin embargo, 
los que detentaban el poder y ejercían la responsabilidad 
política no estaban vinculados por las normas que ellos 
mismos hacían. De ahí que la configuración del Estado 
como Estado de Derecho aporta un elemento cualitativo 
diferenciador importante respecto a las formas anteriores 
de concebir la relación entre el Estado y los súbditos, que 

es suficiente para poder cumplir las expectativas sociales 
y políticas de los ciudadanos en un momento dado, que 
se situaría en torno a la época Moderna y que llega hasta 
nuestros días. Esta nueva época pone de manifiesto que 
el sentido del término “Estado” que se había utilizado 
hasta el momento ya no es de aplicación. De ahí que en 
adelante, cuando se hable de Estado, se haga para refe-
rirse únicamente a las formaciones políticas que nacen 
de la crisis de la sociedad medieval y no para los orde-
namientos anteriores. “El Estado representa el paso de la 
época primitiva, dividida en salvaje y bárbara, a la época 
civil, donde ‘civil’ significa al mismo tiempo ‘ciudadano’ y 
‘civilizado’”42. Hasta tal punto se trata de un término que 
designa una realidad histórica concreta –moderna–, que 
al producirse tal asociación entre los términos Estado y 
moderno, su transposición a otras realidades históricas 
anteriores podría resultar artificial.

La configuración originaria del Estado moderno es el de 
una entidad al que los hombres le exigen el reconocimiento 
de las libertades que tenían antes del pacto o contrato 
por el que se habían vinculado a él. El impacto que tenga 
sobre el hombre este pacto social ha sido interpretado de 
forma distinta según los autores. Así, se ha afirmado que 
el hombre “mediante la participación activa siempre pide 
mayor protección al Estado y mediante la exigencia de 
protección refuerza aquel Estado del que quisiera adue-
ñarse y que en cambio se vuelve su amo”43. Para otros, el 
contrato social supone para el hombre perder “su libertad 
natural y un derecho ilimitado a todo lo que le apetece y 
puede alcanzar” mientras que “lo que gana es la libertad 
civil y la propiedad de todo lo que posee”44. Para Kant “el 
contrato social (...) no se considera un hecho histórico, 
sino que se entiende como una idea racional que consiste 
en obligar a cualquier legislador a hacer sus leyes ‘como 
si éstas hubieran surgido de la voluntad conjunta de todo 
el pueblo’”45.

Ahora bien, además de las diferentes razones expuestas, 
¿existen otros motivos para entrar en ese estado “socio-
legal”, como diría Kant? Según este autor hay un “deber 
primordial e incondicionado”46 de organizar la sociedad 
conforme con el estado civil puesto que si no se hiciera, 
peligraría la seguridad de cada uno y sería una constante 
amenaza para los demás. En coherencia con estas razo-
nes se justificaría el fin del Estado que puede ser doble, 
según Humbold: o bien “proponerse fomentar la felicidad 
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contrapoderes. Importa la ‘gobernanza’ de esta diversidad 
de sujetos”57.

El Estado de Derecho fue transformándose sobre todo a lo 
largo del siglo XIX y principios del XX en un Estado liberalde-
mocrático de Derecho en el que progresivamente se fueron 
logrando la universalización de los derechos civiles y polí-
ticos previamente conquistados. Y es en ese núcleo estable 
en el que se terminó injertando el llamado Estado social de 
Derecho58. Se ha señalado que fue H. Séller quien acuñó la 
expresión Estado Social como representativo de las nuevas 
funciones de los poderes públicos, que no se preocupan sólo 
por asegurar la libertad de los ciudadanos, sino también su 
situación económica, reconociendo ciertos derechos socia-
les59. En esta nueva forma del Estado de Derecho la sociedad 
no se sitúa enfrente del Estado sino a su lado, en la medida 
en que éste es su mejor aliado para la consecución de los 
fines sociales a los que va destinada su actividad. Es más, 
como materialización de la forma política social de Derecho 
que orienta la Constitución Española de 1978, ésta prescribe 
a los poderes públicos a través de su artículo 9.2 la obli-
gación de “promover las condiciones para que la libertad y 
la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra 
sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan 
o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos 
los ciudadanos en la vida política, económica, social y cul-
tural”. En esta fase, se amplían los derechos y se garantizan 
la eficacia y efectividad de los derechos sociales, indepen-
dientemente de quién sea el sujeto prestador60.

Por último, el Estado constitucional de Derecho se configura 
como una organización política sometida al Derecho pero no 
a cualquier Derecho, no a normas axiológicamente neutras, 
sino a aquellas que condensan los valores democráticos de 
libertad, igualdad, pluralismo político y justicia (art. 1 de la 
Constitución Española). Para ello se establece que hay una 
norma suprema, que es la Constitución, que no sólo es el 
criterio de legalidad de las normas, sino de legitimidad del 
sistema. Proclama el techo valorativo de todas las normas 
infraconstitucionales y los fines a los que tienen que dirigir-
se las actuaciones de los poderes públicos. La Constitución 
reconoce los derechos como derechos fundamentales, lo 
que representa un nuevo contenido de los derechos cons-
titucionales. A partir de su reconocimiento constitucional, 
todo derecho tiene una dimensión subjetiva, que exige la no 
intromisión de los poderes públicos en unas esferas de liber-
tad individuales, y otra objetiva, que conlleva la obligación 

ahora pasarían a ser considerados como ciudadanos, no 
meros subordinados.

Tal y como se ha conceptualizado, el Estado de Derecho 
remite al plano del Derecho y no solamente al plano de la 
Moral, que es el otro gran orden normativo con el que el 
Derecho ha convivido tradicionalmente y al que sometían 
la validez de las normas. De ahí que el concepto de Estado 
de Derecho se vincule a una concepción positivista del 
Derecho, es decir, es el Derecho puesto por las autoridades 
delegadas para ello por el mismo ordenamiento jurídico. La 
validez de la norma no depende de su justicia o racionali-
dad, sino de su positividad. En este contexto, “el tema de 
la legitimidad ha tomado otra orientación, ya no la de los 
criterios axiológicos, sino la de las razones de la eficacia 
de la que deriva la legitimidad”54.

En la forma originaria del Estado de Derecho se sitúa al 
individuo frente al Estado, que es el que históricamente 
ha vulnerado sus derechos y frente a quien se le protege. 
Sin embargo, esa visión no reduce al Estado a un segundo 
plano ni limita su actuación a ser simplemente un ente 
pasivo que debe de abstenerse de vulnerar los derechos 
del hombre. El Estado moderno tiene valor por sí mismo 
como “sustancia ética”, en la terminología de Hegel. Esto 
significa que “el principio de acción del Estado debe ser 
buscado en su propia necesidad de existencia, que es la 
condición misma de la existencia (... también de la libertad 
y del bienestar) de los individuos”55.

Éstas serán las coordenadas en las que se moverá el Estado 
en su incipiente configuración como Estado de Derecho y, 
en la medida en que ajuste a ella su actuación y objetivos, 
podrá decirse que será un “buen gobierno”. Sin embargo, 
si bien estas condiciones son esenciales para asentar las 
bases de un buen gobierno, no son suficientes para su rea-
lización plena, tal y como hoy lo concebimos. Entendemos 
que en esta fase del desarrollo de la forma del Estado de 
Derecho falta el compromiso de los gobernantes a favor de 
la vertebración social del Estado y del interés general56 y, 
sobre todo, la consideración del Estado no como un fin en 
sí mismo sino como un medio para el desarrollo individual 
y social del ser humano. El Estado no puede ejercer su 
poder solamente desde la ley. Además, el Estado no es “el 
único actor en la arena política. Importa articular correc-
tamente este conjunto de actores con una distribución 
acertada de cometidos, de técnicas de organización y de 
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en cuenta los elementos que hemos señalado, los ciu-
dadanos se sentirían representados, sus intereses estarían 
satisfechos y podrían ejercer el control político de su acti-
vidad. De lo contrario, reinarán las prácticas corruptas, el 
abuso de poder, la ineficiencia e ineficacia y la vulneración 
sistemática de los derechos fundamentales.

El artículo 103 de la Constitución Española del que par-
tíamos, da una respuesta al para qué actúa la Adminis-
tración –para garantizar el interés general–, y al cómo 
–con objetividad–. Los dos términos –objetividad e interés 
general– están vinculados y se complementan en la me-
dida en que no es posible actuar parcialmente y servir al 
interés general, porque lo que se produciría como resultado 
sería actuar siguiendo los intereses particulares de quien 
detenta el poder65. Ahora bien, esa búsqueda del interés 
general no puede ser a cualquier precio. El precio lo señala 
el Derecho, puesto que la primera condición que se le pide 
a un Gobierno es que cumpla el Derecho, que a su vez le 
marca las pautas de su actuación: el sometimiento a los 
principios de eficacia, eficiencia, transparencia, etc., y que 
respete los valores del artículo 1 de la Constitución. Por 
tanto ese Derecho al que se somete el Estado también 
tiene que ser “buen Derecho”, y bueno significa, desde un 
punto de vista jurídico, que tienda a la realización de su fin 
último, que es la realización de la Justicia. Además de estar 
sometido al Derecho, el gobierno tiene unos compromisos 
morales que conforman una ética pública y que también 
sirven de marco delimitador de su actuación.

Acorde con las delimitaciones morales, jurídicas, políticas 
e históricas que hemos realizado, podemos concluir que el 
buen gobierno aporta un elemento cualitativo a la acción 
del Estado, al calificar como tal aquel que tiene como centro 
de gravedad en la persona humana, su dignidad y sus dere-
chos. A partir de esta idea capital vendrán todas las demás 
exigencias cuantitativas. La realidad demuestra todavía que 
el buen gobierno sigue siendo un desiderátum en la mayor 
parte de los Estados, hasta el punto que los líderes mundia-
les se han comprometido a alcanzar en el 2015 un programa 
llamado las Metas de Desarrollo del Milenio y Objetivos de 
Desarrollo del Mileno, entre los que se encuentran, la demo-
cracia, los derechos humanos y el buen gobierno66.

de los poderes públicos de desarrollar una conducta activa 
en garantía de estos derechos. Por tanto, todo derecho fun-
damental es un derecho de libertad y un derecho de presta-
ción61. Como veremos a continuación, éste último elemento 
será determinante para terminar de exponer las condiciones 
necesarias para la calificación de un buen gobierno.

Conclusión: Estado de Derecho y buen gobierno

Si tuviéramos que hacer una valoración del desarrollo de 
las formas del Estado de Derecho desde su configuración 
moderna hasta la actualidad, veríamos que el Estado Cons-
titucional de Derecho representa la superación del Estado 
de Derecho legislativo y su rasgo más sobresaliente es la 
limitación y el control del poder62. En el nuevo contexto 
constitucional, las reclamaciones y expectativas de los gru-
pos sociales se trasladan al Estado gobernante y adminis-
trador. Este elemento, junto con el que hemos enfatizado 
de posición del ciudadano en el centro de la preocupación 
política hasta el punto que la razón del ser del poder público 
está en promover el desarrollo de la dignidad de la persona, 
serán determinantes para la materialización del principio de 
buen gobierno. Además, la garantía de la vigencia de los 
derechos fundamentales no puede ceñirse a la posibilidad 
de su ejercicio por parte de los individuos, sino que tiene 
que ser asumida también por el Estado, lo que se traduce 
en la obligación positiva de contribuir a la efectividad de 
tales derechos y de los valores que representan63.

Sin embargo, a pesar del avance que ello representa, no sig-
nifica que sea suficiente contar con un Estado Constitucio-
nal como única garantía de un buen gobierno. Es necesario 
además que, en el proceso de protección del ciudadano ante 
el poder político, se siga exigiendo al Estado la obligación 
positiva de buen gobierno. Ya no nos conformamos con un 
Estado que sea de Derecho, ni que sea liberal, ni que sea 
social, ni siquiera que sea democrático y constitucional, 
tiene que tener una calidad ética, que en el fondo no es ni 
más ni menos que ser lo que se espera de un Estado que 
aglutina tantos calificativos, entre los que está implícita su 
exigencia ética64. Pues bien, si un gobierno actúa teniendo 

Recibido:  28 de enero de 2009 
Aceptado:  14 de febrero de 2009
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